
el mismo. En España, los elementos básicos del mo-
delo en que se basa la actual regulación del sector
eléctrico, con el objetivo de fomentar la competen-
cia, son los siguientes (1):

✔ Separación (jurídica) de las actividades reguladas
y las abiertas a la competencia.

✔ Libertad de entrada a las actividades en compe-
tencia.

✔ Planificación vinculante de las redes básicas que
llamamos «de transporte». 

✔ Acceso regulado de terceros a las redes. Para ello,
los precios han de ser establecidos por algún agen-
te que no sea propietario de la red, y se han de fijar
tanto unos estándares de calidad y fiabilidad como
unas condiciones de acceso (y de denegación del
acceso) transparentes y predecibles (es decir, públi-
cas y publicadas). 

✔ Toda la demanda puede optar entre una tarifa
regulada o acudir al mercado (en España, esto es así
desde el 1 de enero de 2003).

✔ Tarifa integral y peajes de acceso (según el siste-
ma de «tarifa postal») únicos en todo el territorio na-
cional.

✔ Doble regulador: la Secretaría General de la Ener-
gía del Ministerio de Industria y la Comisión Nacional
de la Energía.

✔ Una multitud de «externalidades» que se repercu-
ten al consumidor.

Sin embargo, resulta difícil conciliar la libertad de en-
trada en la generación eléctrica con la planificación
vinculante de las redes básicas; los principios b. y c.
a los que nos acabamos de referir (2). Estas redes,
además de constituir el soporte físico del mercado,
sobre el que se ponen en contacto la oferta y la de-

LA PLANIFICACIÓN 
DE LA RED DE TRANSPORTE

ELÉCTRICO EN UN ENTORNO 
COMPETITIVO

Dentro de los procesos de liberalización que se vienen desarrollando en muchos países, es
en el sector eléctrico donde se está produciendo una de las reestructuraciones más pro-
fundas, que ha supuesto una alteración radical del marco normativo y cambios muy nota-
bles en la organización de las actividades que llevan a cabo las empresas que operan en

JAVIER DE QUINTO

Universidad San Pablo-CEU.
Red Eléctrica de España

364 >Ei 103



J. DE QUINTO

manda, resultan fundamentales para garantizar la se-
guridad y la calidad del suministro. También facilitan
la gestión de los desequilibrios entre la oferta y la de-
manda de las diversas zonas, contribuyen a la repo-
sición del servicio, y proporcionan señales que pue-
den condicionar la elección de los emplazamientos,
tanto de los productores como de los consumidores.

Por otra parte, la existencia de una red suficiente-
mente mallada e interconectada es condición ne-
cesaria pero no suficiente para que haya un merca-
do competitivo, de forma que todos los demandantes
y todos los oferentes, siempre que compren y vendan
a los precios de equilibrio, puedan ver atendidos sus
planes de producción y/o consumo (3). La existencia
de una red adecuada también es condición nece-
saria para atender las obligaciones que se derivan
del servicio público.

En este trabajo nos vamos a plantear algunos de los
problemas que plantea la planificación de las redes
de transporte en un entorno liberalizado y sugerimos
algunas medidas que permitirían que el tendido de
las líneas llegase hasta dónde fuera necesario y en el
momento preciso.

ALTERNATIVAS PARA LA PROPIEDAD Y LA GESTIÓN 
DE LA RED DE TRANSPORTE 

Es bien conocido que la electricidad no puede ser fá-
cilmente almacenada, y que los desequilibrios que se
producen en cualquier punto de una red de trans-
porte interconectada pueden tener graves e inme-
diatas repercusiones sobre la calidad y la disponibili-
dad del suministro de energía eléctrica en el conjunto
de la misma. Ello exige mantener un equilibrio per-
manente entre oferta y demanda, pues sólo de este
modo es posible proporcionar un suministro fiable,
que se adecue a los niveles de tensión y frecuencia
requeridos. La forma más eficiente de lograr este re-
sultado es a través de la operación centralizada del
conjunto del sistema eléctrico. 

Pero la liberalización del sector eléctrico ha traído con-
sigo la separación vertical de actividades antes inte-
gradas, y una mayor descentralización e indepen-
dencia en los procesos de toma de decisiones. En
muchos países y España no constituye una excepción,
se ha pasado de un régimen de despacho que inter-
nalizaba muchas de las limitaciones de las redes a otro
en el que las operaciones se negocian al margen de
ellas y, posteriormente, se adaptan a tales restricciones
para que el suministro sea factible. Ello tiende a exigir
cada vez más a unas redes que, al menos hasta 1985,
e incluso durante los años posteriores, se diseñaron
pensando en un marco organizativo bien distinto. 

En este contexto, resulta necesario que las infraes-
tructuras de transporte sean capaces de atender a

una demanda cambiante, que se abastece me-
diante un parque de generación cada vez más di-
versificado, y en el que tienen un peso creciente las
instalaciones que producen electricidad a partir de
fuentes renovables, cuya aportación es muy variable.
A corto plazo, es la operación del sistema la que per-
mite alcanzar este objetivo y hacerlo compatible con
los resultados de los mercados. A largo plazo, hace
falta que las decisiones sobre la ampliación de las in-
fraestructuras de transporte se tomen teniendo en
cuenta esos mismos condicionantes y que, al mismo
tiempo, no se pierda de vista el hecho de que las pro-
pias decisiones sobre el desarrollo de la red influyen
sobre el comportamiento de los agentes que operan
en las actividades potencialmente competitivas. 

Por tanto, la forma en que se organicen las activida-
des de operación del sistema y transporte de electri-
cidad a alta tensión resulta muy relevante. En este
ámbito, podemos distinguir dos alternativas opuestas:
el ISO (Independent System Operator) y el TSO (Trans-
port System Operator) (4). 

Se denomina TSO a una entidad que: Coordina la
operación técnica del sistema eléctrico, dadas unas
normas de seguridad; ejecuta la operación y organi-
za el mantenimiento de la red; es propietaria de to-
dos o gran parte de los activos que componen la red;
se encarga de la expansión de la mísma.

Se entiende por ISO una entidad que sólo asume la
primera de las citadas funciones, es decir, coordina
la operación técnica de un sistema eléctrico. 

Casi todos los países con sistemas eléctricos desa-
rrollados, donde las empresas operan en un entorno
más o menos competitivo, han separado la opera-
ción del sistema y el transporte del resto de activida-
des, y o bien cuentan con sociedades del tipo TSO,
como Holanda, Reino Unido y, en general, casi todo
los países de la UE, o disponen de entidades del tipo
ISO, caso de California y PJM en EE.UU., Alberta en Ca-
nadá, Argentina, Chile... Como se puede comprobar
en el mapa 1, el TSO es el modelo predominante en
el conjunto de la Unión Europea, ya que es el que han
adoptado o están a punto de adoptar la mayoría de
los países que la integran. El caso de Nordpool es es-
pecial, ya que hay tres sistemas diferentes integrados
en un mercado único. 

Existen varios argumentos que avalan la superiori-
dad del modelo TSO, al menos, cuando hablamos
de compañías que operan en entornos liberaliza-
dos, como el que existe en España, pero no es ob-
jeto de este trabajo profundizar en ello. Algunos tra-
bajos destacables en torno a esta materia son los de
Arizu y Tenenbaum (2002), Armstrong, Cowan y Vic-
kers (1994) o Joskow (2001). Algunos resultados para
la comparación pueden ser consultados en ESTO
(2005).
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Respecto al desarrollo de la red se presentan dos al-
ternativas básicas: convocar concursos para la cons-
trucción y explotación de las instalaciones de trans-
porte, o permitir que sea la empresa que desarrolla
esta actividad en la zona la que se encargue de ello.
En la primera de ellas, es la resolución del propio con-
curso la que suele proporcionar la retribución de las
inversiones; en la segunda, se requiere contar con un
régimen retributivo específico, establecido por la re-
gulación, que remunere adecuadamente las inver-
siones y transmita los incentivos adecuados. No olvi-
demos que la actividad de transporte es un
monopolio natural. 

La primera opción tiene las ventajas de la imparcia-
lidad (en principio, ninguno de los concursantes de-
be gozar de ventajas respecto a otros) y de la posi-
bil idad de aprovechar los beneficios de la
concurrencia y la comparación, que suelen traducir-
se en ahorros de costes, al menos, a corto plazo. Pe-
ro este tipo de subastas también tiene inconvenien-
tes. Con carácter general, y desde un punto de vista
teórico, se ha señalado que el logro de tales ahorros
de costes sólo es posible si se produce suficiente ri-
validad entre los concursantes. Pero existen razones
para pensar que puede no ser así. Si se permite la
participación de las empresas que ya poseen insta-
laciones de transporte, es posible que muchos po-
tenciales candidatos no concurran, pues tales com-

pañías dispondrán de ventajas para ganar el con-
curso: la experiencia acumulada durante años pue-
de permitirles reducir los costes de la actividad o ac-
ceder a información desconocida por los demás
participantes (5). 

Por consiguiente, será difícil que algún candidato
consiga mejorar su oferta y, aunque así fuese, el ga-
nador podría encontrarse con la desagradable sor-
presa de haber presentado una propuesta demasia-
do buena.

Se trata de la llamada «maldición del ganador». El
problema es que si se prohíbe la presencia de las
empresas que cuentan con esa experiencia se pue-
den perder los ahorros de costes que ella permite, y
se reduciría el número de participantes, lo que im-
pediría lograr resultados competitivos. 

Por otra parte, la posibilidad de que se establezcan
acuerdos entre los posibles concursantes (mayor
cuanto menor es su número) puede aminorar consi-
derablemente la concurrencia hasta en aquellas su-
bastas que, en principio, deberían contar con un gran
número de participantes (Peacock y Rowley, 1972).

En el caso concreto del transporte de electricidad, a
estos inconvenientes más generales se unen otros
más específicos, como los derivados de fomentar la
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multipropiedad de la red, que no es deseable porque
puede suponer la pérdida de economías de escala
o crear problemas de coordinación, o los que pue-
den surgir si los concursos atraen a agentes que par-
ticipan en actividades que se desarrollan aguas arri-
ba o abajo del transporte, que pueden estar
dispuestos a realizar las inversiones, aunque no recu-
peren costes, si con ello pueden situarse en una po-
sición ventajosa en sus respectivos mercados. 

Además, a la larga, los concursos socavan las ven-
tajas del sistema TSO, con lo que se pierden eficien-
cias y economías de escala. Y es que uno de los mé-
ritos del modelo TSO es que tiene la capacidad de ser
un interlocutor único y valido para el planificador de
última instancia, en nuestro caso, la Administración
Central, que no se va a fijar en la rentabilidad de ca-
da instalación, sino en la del conjunto. Bajo un siste-
ma de multipropiedad, y en determinadas circuns-
tancias poco favorables, ese planificador se podría
encontrar con que nadie está interesado en construir
ciertas líneas o instalaciones.

Permitiendo que sean las propias empresas transpor-
tistas las que acometan las inversiones que conside-
ren necesarias se soslayan estos inconvenientes, pe-
ro se ha de dar respuesta a una cuestión esencial: se
debe establecer un régimen retributivo que fomente
el desarrollo de las infraestructuras de transporte, pro-
curando que se haga al mínimo coste y sin que las
redes se sobredimensionen. Los mecanismos de «re-
gulación por incentivos» tratan de asegurar que las in-
versiones se ajustan a esos criterios. Los partidarios de
este tipo de regímenes retributivos subrayan sus ven-
tajas frente a los de «reconocimiento del coste del
servicio», a los que se atribuyen diversas limitacio-
nes (6). La fundamental es la que se refiere a su efec-
to sobre la política de inversiones de las compañía re-
guladas «efecto Averch-Johnson» (7), aunque
también se suelen señalar otros, como la falta de es-
tímulos que fomenten la eficiencia productiva (la em-
presa puede trasladar todos sus costes a los consu-
midores y, por tanto, no tiene incentivos para
minimizarlos), el hecho de que sea necesario dispo-
ner de mucha información sobre la situación econó-
mica y financiera de las empresas sujetas a control (a
éstas les resulta más fácil engañar al regulador), y las
dificultades que surgen cuando una compañía ope-
ra tanto en entornos competitivos como en ámbitos
en los que disfruta de poder de mercado (este pro-
blema no existe en el caso que nos ocupa porque los
transportistas de electricidad no pueden participar
en actividades potencialmente competitivas). 

Con la «regulación por incentivos» no se han de plan-
tear estos conflictos, ya que no existe la garantía de
recuperar cualquier nivel de costes ni cabe la posibi-
lidad de que aparezcan incentivos que animen a in-
vertir más de lo que es compatible con el logro de la
máxima eficiencia productiva. Además, si esta clase

de regulación se aplica según sus postulados teóricos
se fomenta la minimización de costes y se facilita el
traspaso de las ganancias de eficiencia a los consu-
midores. 

En España se ha optado por un modelo TSO, de mo-
do que una misma compañía, Red Eléctrica de Es-
paña (REE), se encarga tanto de la operación del sis-
tema como del transporte de electricidad. Además,
como casi toda la red de alta tensión es de su pro-
piedad, apenas existe el riesgo de que, como ope-
rador del sistema, favorezca sus propios negocios de
transporte en detrimento del resto de empresas que
participan en esta actividad. Por tanto, la elección del
modelo TSO viene avalada por el hecho de que no
cabe la posibilidad de que se produzcan los conflic-
tos de intereses que constituyen su principal desven-
taja frente al modelo ISO.

La expansión de la red y la retribución han de man-
tener, necesariamente, una cierta relación. La meto-
dología retributiva ha de enviar señales claras sobre
cuál es el desarrollo de la red que resulta más con-
veniente, evitando efectos negativos tales como la in-
frainversión o la sobreinversión. En los sistemas eléc-
tricos competitivos, los perjuicios derivados de la falta
de inversiones se acrecientan pues, en tales casos, no
sólo afectan a la seguridad del suministro: también
pueden dificultar la entrada de nuevos agentes, o en-
carecer vía restricciones técnicas el precio del mer-
cado, lo que impediría aprovechar los beneficios de
la competencia. Por tanto, parece recomendable
que igual que se procura mantener un determinado
margen entre la potencia instalada en el parque de
generación y la demanda máxima de potencia, se
intente lograr también que exista un cierto exceso de
capacidad de transporte. Todo ello, sin olvidar la ne-
cesidad de evitar la sobreinversión en las redes (la
construcción de instalaciones destinadas a propor-
cionar el exceso de capacidad antes citado no de-
bería ser considerada sobreinversión) a través de un
régimen retributivo que genere incentivos para un
comportamiento eficiente, tal y como indicamos an-
teriormente.

LA NECESIDAD DE PLANIFICAR LA EXPANSIÓN 
DE LAS REDES ELÉCTRICAS 

Cuando las actividades de generación y comercia-
lización se desarrollan en un marco competitivo, la
planificación y la consiguiente inversión en las redes
de transporte, que no tienen por qué afectar de for-
ma homogénea a los distintos agentes del sistema,
son capaces de influir sobre su capacidad para
competir en dicho entorno. Por ello, el responsable úl-
timo de la planificación no debe ser ni el propietario
ni el gestor de la red, que han de ser y parecer neu-
trales, sino alguien por encima de ellos: el gobierno
o un regulador independiente.
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En términos generales, el planificador debe:

Decidir cuándo, dónde y cómo incorporar nuevas
instalaciones a la red de transporte. 

Proporcionar un plan de desarrollo de la red.

Garantizar la homogeneidad en la calidad de servi-
cio básica.

Posibilitar a todos los agentes un acceso equitativo
a la red con las menores restricciones posibles.

Asegurar la coherencia global de la red, espacial y
temporal

Si existe libertad para invertir sin que haya una planifi-
cación global de las inversiones, cabe la posibilidad
de que aparezcan redes sub-óptimas. Ni siquiera de-
sagregando las decisiones de desarrollo de la red en
territorios exclusivos de «n» empresas en régimen de
no concurrencia se obtiene una solución óptima des-
de el punto de vista económico, ya que la agrega-
ción de «n» óptimos no tiene por qué ser igual al óp-
timo del sistema en su conjunto. De aquí la necesidad
de que el desarrollo de la red se haga bajo un siste-
ma de planificación general de la misma (8). 

Teniendo en cuenta que el principal objetivo de la
planificación debe ser la seguridad del sistema, mi-
nimizando el coste de las inversiones, parece razo-
nable sugerir que la postura del agente que desem-
peñe esta función ha de ser la de favorecer el
desarrollo de las redes, siempre y cuando el coste de
la inversión a acometer sea inferior a los costes (por
riesgos de fallo, pérdidas, restricciones técnicas,…)
que se puedan evitar con ella. Entre estos últimos, de-
bemos incluir los derivados de los fallos que podrían
impedir un correcto funcionamiento del sistema (oca-
sionados por la falta de capacidad de las redes o
porque el escaso desarrollo de las mismas desincen-
tive otras inversiones), pero también los ahorros deri-
vados de aquellas inversiones que pueden no ser ne-
cesarias si se refuerzan las redes (por ejemplo,
cuando la construcción de una nueva línea altera los
flujos eléctricos y ello permite que ya no sea impres-
cindible instalar una central en un lugar determinado),
o los beneficios derivados de un mejor funciona-
miento de los mecanismos de mercado (reforzando
la red se pueden minimizar las restricciones que obli-
gan a modificar los resultados de la negociación en-
tre los agentes para adaptarlos a las posibilidades
técnicas).

El crecimiento de la red de alta tensión en España, al
menos desde 1985, se ha venido haciendo de una
forma dirigida y, aparentemente, con resultados efi-
cientes desde un punto de vista dinámico. Aunque
no es objeto de este trabajo realizar tal valoración,
parece que la actual red de transporte, sin ser una

«red ideal», es suficiente para proporcionar una cali-
dad de servicio más que aceptable, con unos nive-
les de pérdidas muy bajos (al menos en lo que ata-
ñe al sistema peninsular español).

LOS PROBLEMAS DE LA PLANIFICACIÓN 
Y EL DESARROLLO DE LA RED 

Los tiempos de instalación de una central eléctrica
de ciclo combinado de gas, o de una instalación in-
dustrial capaz de consumir grandes cantidades de
electricidad son cada vez más cortos, y en muchos
casos ya resultan netamente inferiores a los plazos
que conlleva el tendido de líneas eléctricas. 

Hay varios motivos que explican posibles demoras en
los tendidos de redes. Uno es que el desarrollo de ta-
les infraestructuras alcanza más territorio que una
central eléctrica o una instalación industrial, que afec-
tan a un área geográfica más reducida. Hay que te-
ner en cuenta que el mapa de España está plaga-
do de zonas de alto interés ecológico y
medioambiental (mapa 2), y ello obliga a optar por
unos trazados que suelen alargar notablemente los
plazos de ejecución de las inversiones. 

También debemos ser conscientes de que los trámi-
tes administrativos que se han de realizar para poder
iniciar las obras son crecientemente complejos y len-
tos. Otro motivo es que el uso conjunto de «pasillos»,
como, por ejemplo, las líneas de ferrocarril, suele ser
desaconsejable, o al menos está muy limitado, por
motivos de seguridad. Además, conviene tener pre-
sente que no suele existir una conciencia social de la
necesidad de tales tendidos, por lo que, a diferencia
de lo que ocurre con las carreteras, las oposiciones
suelen ser importantes. 

Por tanto, conocer con antelación lo que va a ocurrir
con la generación y el consumo de electricidad re-
sulta fundamental para realizar una planificación
adecuada y acometer las inversiones necesarias. Co-
mo no se trata de una tarea fácil (puede resultar más
sencilla cuando se hace de forma agregada, pero es
una labor muy compleja cuando requiere centrarse
en zonas concretas del territorio) y, en cualquier ca-
so, está sujeta a incertidumbres y errores, los agentes
que compiten en los mercados eléctricos deben
contar con el riesgo de que la expansión de la red no
llegue a tiempo. Así pues, resulta necesario que todos
los agentes supediten sus decisiones a las directrices
establecidas por una planificación vinculante y, con-
secuentemente, hay que promover reformas que
simplifiquen y fuercen los trámites para ejecutar tales
tendidos en plazos razonables.

Desde 1998 hasta final del año 2006, en la España
peninsular, las solicitudes para instalar ciclos combi-
nados que hoy están vigentes alcanzan los 69.000
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MW de potencia, cifra que no cuenta con aquellas
solicitudes que han declinado de su intención de ins-
talarse, pero si incluye la potencia en funcionamien-
to (15.500 MW), en construcción y en proyecto. 

En el caso de la energía eólica estas cifras son de
24.200 MW, que incluyen, de los cuales 11.100 MW
estaban funcionando al final de 2006 y el resto esta-
ban en construcción o en proyecto (9).

Comparando estas cifras con las del parque penin-
sular actual, que no llega a ofrecer de forma efecti-
va más de 60.000 MW, nos podemos hacer una idea
del enorme reto que supone la incorporación de to-
das estas instalaciones de generación para la red de
transporte y la operación del sistema. Obviamente,
muchos de los proyectos que han solicitado su co-
nexión a la red no se llegarán a construir ni siquiera a
medio plazo, pero resulta prácticamente imposible
saber cuáles serán. Ello introduce grandes incerti-
dumbres en la planificación del diseño y la expansión
de las instalaciones de transporte, que se podrían re-
ducir si se obligara a los solicitantes a asumir algún ti-
po de compromiso legal y económico a partir del
momento en el que se pide la conexión a la red. 

Hay que hacer hincapié en que no se trata sola-
mente de una cuestión de cantidad; esto es, del vo-
lumen de inversiones que se ha de acometer. Tam-
bién estamos hablando de prioridades y del diseño
de la red. En el caso de la electricidad, la ubicación
de cada central de generación resulta fundamental,
pues los flujos de energía a lo largo del país y, por tan-
to, las necesidades de nuevas infraestructuras y de re-
fuerzos de las ya existentes, serán radicalmente dife-
rentes si, por ejemplo, se construye (o no) una central
en una determinada ubicación. 

Si este elevado número de proyectos de generación
eléctrica se llevara adelante, también se plantearía
el problema de la capacidad de evacuación dispo-
nible en algunos nudos, ya que nos encontraríamos
con casos en los que sería inferior al total de la po-
tencia que podrían poner en ellos los productores ne-
cesitados de los mismos (esta es la situación que se
da, por ejemplo, en el nudo de Escombreras, donde
actualmente existen 3.200 MW instalados y sólo unos
1.900 MW de capacidad de evacuación). 

Ello traería consigo la aparición de congestiones (res-
tricciones técnicas) que impedirían que pudiéramos
contar con toda la potencia disponible en caso de
necesidad y distorsionarían los resultados de las ope-
raciones casadas en el mercado pues sería necesa-
rio ajustar el despacho para garantizar su viabilidad
técnica. En un contexto competitivo, ello puede
afectar de forma asimétrica a los distintos agentes
que operan en el mercado, influyendo de un modo
muy dispar sobre sus estrategias de negociación en
el mismo y sobre sus posibilidades de recuperar las in-

versiones. En cualquier caso, parece necesario que
los agentes estén previamente advertidos de la exis-
tencia de este tipo de riesgo, y la planificación pue-
de enviar señales muy claras al respecto.

Finalmente, hay señalar que la regulación eléctrica
española ha optado por repartir las pérdidas propor-
cionalmente entre todo el consumo. Aunque este sis-
tema tiene la ventaja de la sencillez, debemos hacer
hincapié en que si se aplicase un procedimiento que
permitiera atribuir a cada agente (oferente o deman-
dante) sus pérdidas específicas, se generarían incen-
tivos para que tanto los productores como los consu-
midores se ubicasen allí dónde se minimizan éstas, y
ello haría que las necesidades de infraestructuras fue-
ran mucho más previsibles, facilitando su planifica-
ción, a la vez que disminuirían los costes del sistema. 

Hay países, como en Nueva Zelanda o en el estado
de Victoria, en Australia, en que para resolver el pro-
blema que se está planteando, se subastan los em-
plazamientos de las nuevas instalaciones de gene-
ración previamente seleccionados por el regulador
para optimizar el funcionamiento del sistema, pero en
el caso español, es muy probable que agilizando y
forzando los trámites para el desarrollo de la red,
comprometiendo económicamente a los agentes
que soliciten conexión, y haciendo que cada uno
asuma sus pérdidas, se resolviesen buena parte de
las incertidumbres que hemos señalado. En el si-
guiente apartado vamos a tratar algunas de estas
cuestiones más detalladamente.

En el momento de redactar estas líneas, en España
se ha lanzado un nuevo proceso de planificación
para el periodo 2007-2016 (mediante la Orden Mi-
nisterial de 17 de agosto de 2006),  que previsible-
mente podría culminar antes del final de 2007 con un
nuevo plan de redes eléctrica y gasista, que sustitui-
ría al vigente 2002-2011. Como se ha mencionado,
es el Ministerio de Industria Turismo y Comercio, a tra-
vés de la secretaria general de la energía, quien pi-
lota el proceso, para lo que cuenta con propuestas
iniciales de estudios que realizan REE y ENAGAS, ade-
más de informar y recibir propuestas por parte de las
comunidades autónomas. Este nuevo plan será la
herramienta mediante la que garantizaremos la co-
bertura de la demanda eléctrica y gasista hasta el
año horizonte, a través de la inversión en las redes
que se propongan y de la lectura de sus hipótesis ob-
tendremos respuesta a preguntas tales cómo cuál se-
rá la demanda de energía y la punta de potencia
previstas y con qué tecnologías de generación será
atendida. 

Por tanto, resulta prematuro adelantar datos, pero el
reto inversor es importante, porque es posible que la
punta de demanda (que actualmente es de
43.700 MW) se aproxime a los 53.000 MW en 2011 y
los 63.000 MW en 2016, por lo que manteniendo un
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margen de cobertura razonable del orden del 10%
adicional de potencia firme respecto a la punta de-
mandada, harán falta importantes inversiones en ge-
neración y redes.

POSIBLES SEÑALES DE LOCALIZACIÓN EN LA RED 

Podemos clasificar este tipo de señales en tres gru-
pos: Las que se transmiten asignando los costes
económicos a aquellos agentes que los generan
(señales económicas); las que tratan de conseguir
que la ubicación en la red no entre en conflicto con
las posibilidades de la misma (señales de capaci-
dad), y las que proporcionan a los agentes la infor-
mación necesaria para minimizar la incertidumbre
que afecta a los riesgos en que éstos incurren (se-
ñales informativas).

Con respecto a las primeras, cabe indicar que la nor-
mativa actual (concretamente, el Real Decreto
1955/2000) ya prevé la aplicación de señales de pér-
didas, de modo que únicamente se trataría de po-
ner en marcha un mecanismo ya establecido. La uti-
lización de esta clase de señales podría influir
notablemente en los resultados de la casación de
ofertas en el mercado mayorista, ya que el orden de
mérito se vería afectado por la internalización de los
costes asociados a las pérdidas correspondientes a
cada instalación.

Pero el mismo argumento nos vale en sentido con-
trario: la ausencia de tales señales provoca que,

en la actualidad, haya unidades que puedan pre-
sentar sus ofertas ignorando una parte de los cos-
tes que provoca su puesta en marcha, mientras
otras no puedan aprovecharse de su contribución
a la reducción de las pérdidas medias del sistema,
y ello no parece compatible con un régimen de li-
bre competencia como el que existe en la actua-
lidad.

Para hacernos una idea de la magnitud de estos cos-
tes, podemos considerar, por ejemplo, los datos pro-
porcionados por Red Eléctrica de España en su pá-
gina web, donde se comprueba que a partir del
cálculo de unos coeficientes marginales de pérdi-
das en nudos de generación representativos del sis-
tema eléctrico español, se obtiene desviaciones de
más del 10% entre unas centrales y otras. 

Dentro de las señales económicas podemos incluir
también las derivadas de las restricciones existentes
en la red de transporte. Como es bien conocido, ac-
tualmente, el mecanismo de resolución de con-
gestiones es el de redespacho, cuya regulación se
ha modificado recientemente para corregir algu-
nos fallos de la normativa anterior. Este procedi-
miento se traduce en variaciones del nivel de pro-
ducción asignado a cada agente, y no afecta al
precio que perciben los que se ven afectados por
el mismo. 

Las unidades que se retiran dejan de participar en la
cobertura de la demanda y las que se incorporan re-
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ciben el importe exigido en su oferta. Además, el cos-
te adicional originado por el redespacho sólo se re-
percute a los consumidores, entre los que se hace un
simple reparto del mismo. El hecho de que no se atri-
buya ese coste a los distintos agentes (oferentes o de-
mandantes), según su responsabilidad en la apari-
ción de las congestiones conlleva, indudablemente,
alguna pérdida de eficiencia económica. A nuestro
juicio, se requeriría, como mínimo, que la existencia,
más o menos sistemática, de congestiones tuviera al-
guna influencia sobre los cobros de los productores
por garantía de potencia, ya que se está compro-
metiendo la capacidad del parque de generación
para hacer frente a la demanda en determinados
momentos. 

Ello exigiría también que se habilitase un buen siste-
ma de señales informativas para que los nuevos pro-
ductores pudieran conocer la posible aparición de
tales congestiones. De este modo, la transmisión de
las señales derivadas de las congestiones existentes
en la red de transporte no sólo tendría una finalidad
económica: también serviría para reflejar los límites
de capacidad de la misma. 

Las actuales tarifas de red, que sólo abonan los de-
mandantes, no contienen ninguna señal de localiza-
ción, de modo que no incluyen ningún mecanismo
mínimamente eficiente para asignar las responsabi-
lidades en el coste de ampliación de las redes, ni pa-
ra trasladar a los usuarios de las mismas sus límites de
capacidad. En Pérez Arriga (2005: 409) se presentan
los resultados de la aplicación de un algoritmo que
asigna el coste de la red de transporte entre sus usua-
rios, en función de la utilización que hace cada uno
de la misma. Para los generadores, se obtiene un
cargo medio de 2,3 €/MWh, con un intervalo que os-
cila entre 0 y 11 €/MWh (una vez eliminados algunos
valores atípicos). 

Aunque estos datos no son más que el fruto de la
aplicación de uno de los diversos algoritmos posibles,
y podrían variar si se emplease otro, nos dan una
idea de la relevancia de la cuestión que estamos tra-
tando. Es por ello que, nuevamente, volvemos a in-
sistir en la necesidad de corregir este tipo de desvia-
ciones, que pueden estar introduciendo distorsiones
significativas en los resultados del mercado y son,
desde luego, incompatibles con un entorno com-
petitivo. 

Por otra parte, debemos hacer hincapié en que las
tarifas de red también pueden ser usadas como ve-
hículo para enviar señales sobre las localizaciones
que no plantean problemas de capacidad de
transporte. Desde este punto de vista, las tarifas pue-
den contemplar la posibilidad de que los nuevos
generadores efectúen pagos más elevados cuan-
do su incorporación al sistema obliga a reforzar la
red. 

CONCLUSIONES

En este trabajo se han analizado algunos de los pro-
blemas planteados por la gestión de las redes de
transporte y del conjunto del sistema eléctrico en el
contexto del proceso de liberalización que viene ex-
perimentando este sector. 

Para resolver los problemas detectados, se ha pro-
puesto reforzar los procedimientos de planificación,
con el fin de garantizar que las redes se desarrollan
en las zonas y los plazos previstos, y mejorar las seña-
les informativas, para que los agentes puedan tener
un mayor conocimiento de los riesgos que asumen.
También se ha defendido la introducción de señales
de localización, que permitan atribuir los costes a los
agentes que son responsables de ellos y evitar que se
tomen decisiones que pueden acabar provocando
problemas de capacidad en el sistema. 

Además de estas medidas, convendría estudiar otras
que permitiesen mejorar la integración en el sistema
eléctrico de la llamada «generación no gestiona-
ble», tanto en lo que se refiere a los requisitos técni-
cos exigidos a las instalaciones como en lo relativo a
su conexión a la red. Asimismo, parece razonable
que, dentro de las dificultades que plantea su ges-
tión, se maximicen todas las posibilidades de conse-
guir un mayor control de la misma.

NOTAS 

(1) Véase Hunt y Sutttlewoth (1996) para un planteamiento gene-
ral, o Pérez Arriaga (1997) y Ariño y López de Castro (1998) pa-
ra un análisis del caso español.

(2) Así se pone de manifiesto en De Quinto y López Milla (2006).
(3) Véase Joskow y Schmalensee (1983).
(4) Ver de Quinto (2001).
(5) En Engelbrecht-Wiggans, Milgrom y Weber (1983) se reflexiona

sobre el valor de la información en los concursos. 
(6) Los principios en que se basa la «regulación por incentivos» y sus

ventajas frente al «reconocimiento del coste del servicio» se
pueden encontrar en Sappington (1994) y Vogelsang (2002).

(7) Véase Averch y Johnson (1962).
(8) Ver Newbery (2002) o Atienza y de Quinto (2003) para el caso

español.
(9) FUENTE: REE.
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